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Cuando se llega a mi edad, después de 56 años dedicado al Derecho administrativo, estudiándolo –y 
explicándolo en las aulas universitarias-, aplicándolo –litigando ante los Tribunales del orden jurisdiccional 
contencioso-administra-tivo- y creándolo –colaborando en las tareas legislativas-, se acumulan los recuerdos 
de hechos que constituyen hitos de la historia del Derecho administrativo. 

Al pedirme Allan R. Brewer-Carías unas letras para este su nuevo libro sobre el procedimiento 
administrativo, me insistió en que no quería unos de esos prólogos dedicados a ensalzar al autor. Ni tampoco 
de los que tratan dar una idea del contenido del libro y destacar su significado en la Ciencia del Derecho, pues 
de esto ya se encargaba él en la nota explicativa. Quería que hablara del procedimiento administrativo. Por lo 
que pensé que nada mejor para atender a sus deseos que evocar aquí algunos de aquellos recuerdos sobre la 
evolución de la legislación reguladora del procedimiento administrativo. 

El Instituto de Estudios Políticos, que fue durante muchos años fue el centro de investigación más 
importante sobre las Ciencias políticas y sociales que ha habido en España, editaba, aparte de una revista 
general (la Revista de Estudios políticos), algunas especializadas. En 1948, la Sección de Administración 
pública propuso a la Dirección del Instituto la edición de una nueva Revista que se dedicara a lo que 
constituía el objeto de estudio de la Sección. Javier Conde, Director del Instituto, dudó de la viabilidad del 
proyecto. Al final, ante nuestra insistencia, accedió a que, por vía de ensayo, se encargara la Sección de 
Administración pública de redactar un número monográfico de la Revista de Estudios políticos, con todas 
las Secciones habituales, dedicadas exclusivamente a temas de la Administración pública. Y así se elaboró y 
apareció en 1949 el número 48 de la Revista de Estudios Políticos. Precedente que olvida Eduardo García 
de Enterría en la completa y emotiva historia que hace de la Revista de Administración pública en su 
número 150, al conmemorarse el 50 aniversario de su nacimiento. 

En la Sección de aquel número de la Revista dedicada a Estudios aparecían trabajos de los entonces tres 
viejos maestros del Derecho administrativo: José Gascón y Marín, Luis Jordana de Pozas y Segismundo Royo-
Villanova. Y dos de ellos estaban dedicados al procedimiento administrativo: el de Gascón y Marín llevaba el 
título expresivo Necesidad de un Código de procedimiento administrativo, y el de Royo-Villanova, El 
procedimiento administrativo como garantía jurídica. 

En la Sección dedicada al “Mundo hispánico” (una de las Secciones fijas de la Revista) se incluía un 
trabajo mío sobre El proceso contencioso-administrativo argentino (páginas 250 a 280), en el que 
examinaba uno de los muchos proyectos de una Ley nacional reguladora del proceso administrativo, que 
todavía no existe en Argentina. En aquel, uno de mis primeros trabajos en letra impresa, decía: 

“Al hacer la exposición de los distintos puntos del proceso contencioso argentino, nos referiremos al 
Derecho español, resaltando, en los casos de divergencia entre ambas legislaciones, cuál de los criterios 
es preferible, pues creemos que esta labor de Derecho comparado es altamente interesante para llegar a 
sentar unos principios jurídicos que puedan inspirar a los distintos pueblos de la comunidad hispánica 
en la regulación de sus instituciones fundamentales, pues si la existencia de una comunidad nacional 
implica un conjunto normativo que sea expresión de la vida que anime a esa comunidad (Derecho 
nacional), la existencia de una comunidad hispánica ha de implicar la existencia de una idea de la vida 
que debe plasmar en las normas de los distintos pueblos de la misma, no sólo en aquellas de sus normas 
que, por estar más íntimamente ligadas a la vida íntima del pueblo, reflejen mejor el espíritu común, 
sino también en aquellas otras que, por su carácter más técnico y formal, se encuentran más alejadas de 
ese vivir íntimo; en éstas, como en aquéllas, debe encontrarse también la expresión de unos mismos 



principios de Derecho: la expresión de cómo un conjunto de pueblos entiende y realiza el Derecho 
natural para regular sus relaciones”. 

Su publicación constituyó para mí una de las más grandes satisfacciones de mi vida, al constituir el 
inicio de unas relaciones con los administrativistas de los pueblos de América que fueron intensificándose con 
los años. Porque con motivo de aquel artículo publicó un elogioso trabajo Jorge Tristan Bosch (a cuyo hijo, 
también administrativista, tuve ocasión de conocer personalmente años más tarde en Tucumán) y recibí una 
carta efusiva de felicitación del gran maestro argentino Rafael Bielsa, que fue el comienzo de una 
correspondencia epistolar bastante frecuente y de un intercambio de publicaciones, en el que yo resultaba 
claramente favorecido, porque Bielsa era mucho más prolífico que yo. En mi biblioteca ocupan un lugar 
destacado sus libros, con sus muy expresivas dedicatorias. 

El número 48 de la Revista de Estudios políticos constituyó un éxito, lo que satisfizo plenamente a 
Javier Conde. Y poco después aparecía el número 1 de la Revista de Administración pública, en el que se 
incluía un trabajo de VILLAR PALASÍ sobre La Federal Administrative Procedure Act de Estados 
Unidos. Y comenzó la que se ha llamado “década prodigiosa” del Derecho administrativo español. Porque en 
ella se promulgaron tres leyes, con las que se culminó la construcción del Estado de Derecho: la Ley de 
expropiación forzosa de 1954, que instauró en los términos más amplios la responsabilidad patrimonial de la 
Administración pública; la Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa de 1956, que garantizó –salvo de 
pocas pero importantes materias– el pleno control de la actuación administrativa por órganos jurisdiccionales 
especializados encuadrados en el Poder judicial, y la Ley de procedimiento administrativo de 1958, que reguló 
los cauces formales a que debía sujetarse la actividad del Estado, haciendo posible la satisfacción de las 
necesidades públicas, sin detrimento del derecho de defensa de los administrados. 

Una regulación uniforme de los procedimientos que se tramitan ante las Administraciones es tarea 
imposible. La diversidad de los fines a realizar y las modalidades de la función administrativa se traducen en 
la exigencia de tal número de procedimientos adecuados a cada una de ellas, que se resisten a una ordenación 
sistemática. Pretender que una Ley de procedimiento contuviera la regulación de todas las funciones 
administrativas sería tanto como una codificación de la legislación administrativa desde la perspectiva formal. 
Y hace ya mucho tiempo que se constató que la codificación administrativa constituía un ideal inaccesible. Los 
procedimientos administrativos, cada procedimiento, ha de regularse en la ordenación de cada una de las 
funciones administrativas, sea de provisión de medios o de realización de fines. El procedimiento de selección 
de funcionarios vendrá regulado en el ordenamiento de la función pública; el de adquisición de bienes, en las 
leyes sobre el patrimonio de los entes públicos y, en su caso, en la legislación expropiatoria; los procedimientos 
de gestión, liquidación y recaudación de tributos, en las leyes de los respectivos impuestos, además de en la 
reglamentación sobre procedimientos recaudatorios; los procedimientos para el otorgamiento de concesión de 
aprovechamiento de aguas en la legislación de aguas; los de aprobación, modificación y revisión de planes de 
urbanismo, en la legislación sobre ordenación del suelo y sus reglamentos, etcétera. En cada uno de estos 
bloques normativos, en atención a la finalidad perseguida, se articulará el procedimiento idóneo en cada caso. 

Esto supuesto, ¿hasta dónde puede llegar una regulación uniforme del procedimiento administrativo?. 
A tal efecto puede ser útil la distinción entre los que se han llamado procedimientos formalizados y 
procedimientos no formalizados. 

Porque el legislador, al regular una actuación administrativa, puede adoptar uno de estos dos criterios: 
establecer el cauce formal que ha de seguirse determinando en qué orden y en qué momento han de realizarse 
todos y cada uno de los trámites que integran el procedimiento de que se trata, o dejar al instructor en libertad 
para seguir el procedimiento que estime idóneo, atendiendo a las ideas de simplicidad, eficacia y garantía. 

Pues bien, ¿cuál ha de ser el contenido de una ley de procedimiento administrativo respecto de cada 
una de estas categorías de procedimiento administrativo?. 

Existen, por supuesto, una serie de normas de la ley de procedimiento administrativo que deben tener –
y realmente tienen- una aplicación general, cualquiera que fuera el tipo de procedimiento. Son normas que 
regulan aspectos, incluso estrictamente procedimentales, respecto de los que no tiene la menor relevancia el 
objeto sobre el que incida el procedimiento. Pensemos, como ejemplo típico, el de las normas reguladoras de la 
actividad de ordenación. No tiene sentido que los actos por ellas regulados deban estar sujetos a régimen 
distinto en función de la materia. Los actos de notificación, comunicación entre órganos, certificación, 
desglose de documentos y todos los estrictos de ordenación deben ser idénticos y, por tanto, una sola la 
regulación: las normas sobre ellos de la ley de procedimiento administrativo serán aplicables cualquiera que 
sea el procedimiento. 



Pero, en general, la función de una ley de procedimiento administrativo será muy distinta según la 
categoría de los procedimientos. 

Respecto de los procedimientos no formalizados, una ley general de procedimiento administrativo ha de 
contener la regulación de las exigencias mínimas a las que en todo caso ha de ajustarse aquél al que 
corresponde la instrucción del procedimiento, así como los instrumentos jurídicos que necesita para realizar la 
función administrativa encomendada. La ley general regulará –y regulará detalladamente- cada uno de los 
instrumentos que puede utilizarse –alegaciones, prueba, información pública, audiencia y vista, etcétera-. Y el 
instructor utilizará en cada caso aquellos que sean necesarios, y prescindirá de todo trámite inútil. Reducido 
al mínimo el principio de preclusión, se realizarán sólo todos los que sean estrictamente indispensables para 
cumplir con la debida eficacia los fines perseguidos. 

Respecto de los procedimientos formalizados, se impone una elemental distinción. Porque si bien la 
naturaleza de la función ejercitada y la materia sobre la que recae condicionan decisivamente el cauce formal 
al que debe ajustarse la actividad administrativa, esto es así en líneas generales. Pero existen procedimientos 
que no están condicionados por el objeto. No influye para nada la materia sobre la que puedan versar. El 
ejemplo típico lo constituyen los procedimientos de revisión de los actos administrativos. Los trámites que han 
de seguirse para la decisión de un recurso administrativo no variarán en absoluto por el hecho de que el acto 
objeto de impugnación sea una licencia de construcción, una liquidación tributaria o el acto de destitución de 
un funcionario. Cuando de lo que se trata es de verificar la legalidad de un acto, su conformidad con el 
ordenamiento jurídico, es irrelevante su contenido. Como también es irrelevante en los procedimientos 
sancionadores: podrá variar, según la materia, el cuadro de las faltas y el de las sanciones aplicables a cada 
una de las faltas tipificadas por la ley. Pero el procedimiento para imponer la sanción debe ser el mismo, en 
cuanto viene informado por las garantías constitucionales frente al ejercicio de la potestad sancionadora de la 
Administración, que deben ser las mismas que la Constitución establece frente al ejercicio de la potestad penal. 

En este supuesto, resulta evidente que la función de una ley de procedimiento administrativo ha de ser 
distinta respecto de unos y otros procedimientos. 

Si la razón por la cual estimamos que una ley de procedimiento administrativo no puede –ni debe- ser 
una ley de procedimiento no es otra que la diversidad de procedimientos impuestos por la materia sobre la que 
versen; en los supuestos en que no ocurra así y sea posible una reglamentación al margen de la función 
administrativa ejercitada y materia sobre la que recae, debe ser una ley de procedimiento administrativo la que 
regule el procedimiento. Estamos ante procedimientos formalizados, y formalizados en la propia ley general. 
No tiene sentido, por ejemplo, que en cada uno de los bloques normativos, al regular las diversas funciones 
administrativas, se articule un sistema de recursos o, en general, de revisión de los actos administrativos. 

Respecto de aquellos procedimientos que están condicionados por el objeto, en los que se estima que no 
debe quedar la tramitación al criterio del instructor, la reglamentación detallada corresponderá al 
ordenamiento de la función administrativa respectiva. 

Pero ello no supone que esta reglamentación detallada no guarde la menor conexión con la ley de 
procedimiento administrativo. Pues, aun cuando ésta es una ley ordinaria –y, por tanto, no tiene fuerza 
vinculante respecto de otra norma ulterior del mismo rango jerárquico-, al contener los principios y garantías 
que, dimanantes de la Constitución, deben informar los procedimientos administrativos, constituye la ley 
cabeza de grupo de las normas sobre procedimiento de las distintas ordenaciones sectoriales. 

Por otro lado, al formalizarse el procedimiento en cada uno de estos Ordenamientos, no será necesario 
que reiteren, reproduciendo la normativa de la ley general, la regulación de los distintos trámites. Sino que 
podrán –y lo lógico y procedente es que así se haga- remitirse a la regulación general. Así, una ley de 
ordenación urbanística o de otorgamiento de una concesión administrativa de servicio público o cualquier otra 
pueden estimar necesario que en un determinado procedimiento exista un trámite de información pública; 
pero si este trámite está regulado con carácter general entre los instrumentos previstos en la ley general de 
procedimiento administrativo, bastará que la ordenación sectorial establezca el trámite, remitiéndose a aquélla. 

España ha sido la primera Nación que ha tenido una ley de procedimiento administrativo, la ley de 19 
de octubre de 1889; pero se trataba de una ley de bases que había de desarrollarse por los distintos 
Departamentos ministeriales a través de los correspondientes Reglamentos, que se aprobaron en fechas muy 
distintas, dando lugar a un conjunto heterogéneo de disposiciones en pugna con la idea directriz que había 
presidido la promulgación de la ley. De aquí la necesidad de una ley que superara el caos normativo existente. 
A esta necesidad se refería Gascón y Marín en aquel trabajo publicado en el número 48 de la Revista de 
Estudios políticos, en estos términos: 



“Se impone el ir a la promulgación de un Código único de procedimiento administrativo. La diversidad 
de materias sobre que versan las reclamaciones o peticiones formuladas por los particulares no debe 
llevar a la variedad de plazo, de denominaciones y naturaleza de recursos que se advierten en los 
Reglamentos en vigor. Partiendo de una nueva Ley de Bases, y realizando, no una mera recopilación o 
refundición de los diversos Reglamentos, sino una verdadera obra de codificación sistemática y revisora 
del vario Derecho existente, debe ser publicado un Código de procedimiento administrativo para la 
Administración central, partiendo de la necesaria separación entre las disposiciones orgánicas de 
estructuración burocrática de cada Departamento ministerial y las verdaderas de procedimiento 
administrativo. Derecho procesal administrativo que debe ser uniforme. Cabe, sí, establecer 
inicialmente una delimitación de los diversos órganos administrativos que existen por igual en los 
diversos Departamentos ministeriales, dejando la organización interna de cada uno de los servicios a 
normas singulares de los mismos; debe aparecer determinada concretamente la competencia de cada 
uno de los órganos de intervención en el proceso administrativo. Señalada y definida también la 
diversa naturaleza y alcance de las decisiones de trámite y de resolución que puedan adoptar las 
autoridades administrativas, la posibilidad y casos de adoptar el procedimiento oral y el escrito 
obligatorio; unificar todo lo relativo a incoación de expedientes, a la condición de interesados en los 
mismos, a la comparecencia personal o por modo de representantes, a señalar la diferencia entre 
reclamantes e interesados, los casos de posibilidad de reclamaciones colectivas, simplificando el 
procedimiento, tanto en única como en ulterior instancia; unificando lo relativo a plazos, paralización, 
caducidad de expedientes, incidencias, notificaciones, recursos ordinarios y extraordinarios, potestad 
correctiva en los casos de anormalidades en la tramitación, diferenciando la acción que pueda ejercitar 
el interesado, para obtener la normalidad de procedimiento, de la correspondiente a los Jefes jerárquicos 
de quien dirige el procedimiento para imponer la normalidad en el mismo; significación del silencio 
administrativo; acción del particular para obtener decisión de la autoridad, incorporando en libros 
especiales al Código general lo especial de ciertos procedimientos, como el económico administrativo y 
el sancionador”1. 

Respondiendo a esta demanda unánime, se hicieron varios intentos de elaboración de una ley, hasta 
que, siendo Secretario General Técnico de la Presidencia del Gobierno Laureano López Rodó, se nombró una 
Comisión encargada de la redacción de un anteproyecto de ley de procedimiento administrativo. Cuando, ya 
ultimado el trabajo, nos despedíamos con motivo de las vacaciones de Semana Santa de 1958, López Rodó nos 
dijo, a Manuel Ballbé y a mí –que habíamos tenido una importante participación en la Comisión- que quería 
tener la Exposición de Motivos de la Ley el lunes de Pascua. Recordándole que ese día era fiesta en Barcelona, 
logramos que nos prorrogara el plazo hasta el martes. Día en que me reuní con Ballbé para ensamblar las 
partes que habíamos redactado cada uno, el en Barcelona, y yo en Madrid precisamente el día de Viernes 
Santo, lo que resultó fácil dada la coincidencia de criterios. Y pudimos entregar el texto en el plazo fijado. De 
este modo, pudo repartirse el anteproyecto al día siguiente, y en el primer Consejo de Ministros, convertirse 
en proyecto, al ser aprobado y remitido a las Cortes 2. 

La ley respondía a los principios antes resumidos. No trataba de regular un procedimiento 
administrativo al que hubiera de ajustarse la actuación administrativa de las distintas Administraciones 
públicas, siempre que la legislación aplicable no tuviera previsto un procedimiento especial. La ley reguló los 
distintos aspectos del procedimiento administrativo comunes a todos –formalizados y no formalizados-, así 
como aquellos procedimientos formalizados en cuya tramitación no incidía el objeto, como los de revisión –de 
oficio y recursos administrativos- y los ejecutivos; los instrumentos de los que podrían hacer uso los sujetos 
que intervienen en el procedimiento para su normal desarrollo cuando no existiera un procedimiento 
formalizado, y las garantías esenciales que habría que respetar en todo caso. Pero los aspectos procedimentales 
constituían solo una parte –y no la más importante- de la regulación en ella contenida. La ley regulaba el 
régimen jurídico de la acción administrativa en sus diversos aspectos, y no sólo el procedimental. En 
consecuencia, en ella se encontraba el ordenamiento jurídico de los sujetos de la acción administrativa –
órgano administrativo y administrados-; del objeto; de los actos, no sólo los de trámite que integran el 

 
1  Revista de Estudios Políticos, núm. 48, pp. 39 y ss. 
2  Así lo recuerdo en mi trabajo “Laureano López Rodó, in memoriam”, que sirve de introducción al libro El 

procedimiento administrativo y el control jurisdiccional, INAP, 2001, pp. 11 y ss., que recoge las intervenciones 
en las VI Jornadas hispano-argentinas de Derecho administrativo en homenaje al Profesor Laureano López Rodó, 
celebradas en Santiago de Compostela en marzo de 2000. 



procedimiento, sino del régimen general del acto, administrativo –requisitos, validez y efectos-, y del 
procedimiento administrativo en el sentido antes expuesto, como la regulación de los procedimientos 
formalizados no condicionada por el objeto y, muy especialmente, los de revisión. 

La influencia de la ley española de procedimiento administrativo en los Ordenamientos jurídicos 
americanos ha sido destacada por el Prof. Brewer-Carías en uno de los libros que, según nos dice en la “Nota 
explicativa”, constituye uno de los precedentes del que ahora aparece. Esta ley –dice- “ha tenido una enorme 
importancia, no sólo en el propio desarrollo del derecho administrativo español, el cual es, precisamente, a 
partir de finales de la década de los cincuenta que comienza a renovarse y a alcanzar los extraordinarios 
niveles de excelencia de la actualidad, sino en el desarrollo del derecho administrativo contemporáneo de 
América Latina pues, puede decirse, que en una u otra forma dichas leyes han inspirado las leyes reguladoras 
de la actividad administrativa que se han dictado en nuestros países, en las últimas cuatro décadas”3. 

La primera reglamentación americana del procedimiento administrativo con influencia de la ley 
española fue el “Reglamento de Normas Generales de Procedimientos administrativos” de Perú, aprobado por 
Decreto Supremo número 006-67,56, de 11 de noviembre de 1967, a las que se otorgó fuerza de ley por el 
Decreto-ley nº 26111, que distaba mucho de lo que debía ser una reglamentación básica del procedimiento 
administrativo, tal y como se configuraba en la ley española. De aquí las críticas de que fue objeto, así como 
las modificaciones ulteriores4, hasta llegar a la ley nº 2744 titulada Ley de procedimiento administrativo 
general, publicada en el DO de 11 de abril de 2001, en cuya elaboración la Comisión tuvo en cuenta, aparte 
de los precedentes iberoamericanos –en España ya estaba vigente la ley 30/1992, de régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y del procedimiento administrativo común-, la legislación alemana y la italiana, 
como reconoce uno de los más relevantes miembros de la Comisión5. El significado de la ley queda reflejado en 
el art. 159.1, reproducción casi literal del art. 78.1 de la ley española de 1992, que, a su vez, reitera el art. 81.1 
de la ley de 1958. El art. 159.1 de la ley peruana, dice: 

“Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos 
en virtud de los cuales deba pronunciársela resolución, serán realizados de oficio por la autoridad a 
cuyo cargo se tramita el procedimiento de evaluación previa, sin perjuicio del derecho de los 
administrados a proponer actuaciones probatorias”. 

Teniendo en cuenta el rango reglamentario y ámbito de la Reglamentación peruana de 1967, puede 
considerarse que la primera Ley americana en el que tuvo reflejo el procedimiento español, fue la ley de 
procedimientos administrativos argentina nº 19.549 de 1972 la que, después de un Título I, en el que, además 
de delimitar el ámbito de aplicación, se consagran los principios generales informantes del procedimiento 
administrativo y los requisitos generales de la actuación administrativa, se regula: el régimen de la 
competencia y de los titulares del órgano administrativo en el Título II; los requisitos y efectos del acto 
administrativo y del silencio, en el Título III, y la impugnación de los actos en el Título IV. Como afirmaba 
Tomas Hutchinson, al comentar la ley varios años después, “la ley nacional de procedimientos 
administrativos es un cuerpo legal que, además de organizar recursos contra ciertos actos administrativos, 
establece normas respecto de la actuación de los funcionarios en lo que atañe a compaginación de expedientes, 
un trámite interno al margen de todo petitorio del particular y, en general, a ciertas formas procedimentales 
que deben observarse por quienes ejercen funciones administrativas. Como dijimos, contiene también normas 
de fondo. Es un instrumento político-arquitectónico útil para una buena conducción del Estado actual” 6. 

La parquedad de la ley nacional argentina, contrasta con la extensión de la ley nº 27444 de Perú (243 
artículos, 7 disposiciones finales y 5 transitorias), y de las Normas Generales de actuación 
administrativa en la Administración central, de Uruguay, aprobadas por el D. 500/991, con sus 239 
artículos, que sustituyó al D. 640/973, que si bien constituye norma básica que modifica los reglamentos sobre 
procedimientos especiales o técnicos a que se refiere su artículo 1º, en cuanto “contradigan con la naturaleza 

 
3  Principios del procedimiento administrativo, Editorial Civitas, Madrid, 1990, p. 24. En términos análogos, 

Vidal Perdomo, en Danos y otros, Comentarios a la Ley del procedimiento administrativo general. Ley 27444, 
Ara Editores, Lima, 2001, p. 85. 

4  Críticas que se reflejan en la Obra de Morón Urbina, Derecho procesal administrativo, 2ª ed., Lima, 1999, I, 
pp. 115 y ss. 

5  Jorge Danos Ordóñez, en el estudio preliminar de la primera edición oficial de la Ley, agosto 2001. 
6  Ley nacional de procedimientos administrativos. Ley 19549. Comentada, anotada y concordada con las normas 

provinciales, Buenos Aires, 1985, I, p. 7. 



de estos procedimientos”, solo se aplicará supletoriamente a los procedimientos administrativos sometidos a 
regímenes particulares en razón a la especialidad de las reparticiones en las que se aplican”, en los puntos en 
que esos regímenes especiales carezcan de regulación 7. 

Costa Rica rompió la tradición legislativa con su Ley General de la Administración pública, en la 
que se reflejan las genialidades del gran jurista que fue Eduardo Ortiz Ortiz. Ley elaborada con una tan 
depurada técnica, que al promulgarse me planteé serias dudas sobre su viabilidad, y así se lo hice ver a 
Eduardo. No obstante, funcionó. Lo que refleja el alto nivel del funcionariado de aquella Nación. Me lo 
comentaba años después, cuando coincidimos en Toledo con motivo de unas Jornadas sobre el Derecho 
político a finales del siglo, una perspectiva iberoamericana, unos meses antes de su muerte. Como dice 
Brewer-Carías, esta ley constituye casi un “Manual” de Derecho administrativo redactado en forma de 
artículos, en los “que se encuentra explicado el Derecho administrativo como si se tratarse del desarrollo de un 
programa de un curso sobre esta disciplina, expuesto en un muy hermoso y rico texto”. 

En Colombia se aprovechó la reforma del Código Contencioso-administrativo de 1984 para llenar uno 
de los más grandes vacíos de su legislación que radicaba en la ausencia casi total de regulación de los 
procedimientos administrativos con la incorporación a aquel de un libro (el primero) dedicado a los 
procedimientos administrativos8. 

La ley de Honduras (Decreto nº 152-87), de 28 de septiembre de 1987 es, sin duda, la que en su 
estructura y contenido sigue más fielmente el modelo de la española. 

Méjico no tuvo una ley de procedimiento administrativo a nivel federal ni al de las entidades 
federativas hasta la ley federal de procedimiento administrativo de 14 de julio de 1994. Un importante 
precedente fue un proyecto elaborado por la Coordinación General Jurídica del D.F. (integrada por Fix–
Zamudio, García Ramírez, Gutiérrez De Velasco, Ovalle , Soberanes y Vázquez Alfaro) que pude conocer y 
comentar en unas conferencias que pronuncié en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, a las 
que sugirieron unos interesantes coloquios en los que intervinieron los redactores del proyecto y cualificados 
funcionarios del Distrito Federal. La nueva Ley de 1994  no fue muy bien recibida por la doctrina9, ni 
positivos los comentarios posteriores, al destacar la vaguedad e imprecisión de su articulado y llegarse a dudar 
de la constitucionalidad para la denegación global y tácita de leyes anteriores que en ella se contenía y por la 
violación de las garantías de seguridad jurídica y de legalidad10. No obstante, constituyó un paso importante 
en la estructuración de esta pieza esencial que es el procedimiento administrativo en un sistema de justicia 

 
7  Cajarville, Procedimiento administrativo en el D. 500/991, Montevideo, 1992, p. 15. 
8  Aunque en estricto rigor de técnica legislativa la regulación no encuadra exactamente dentro de un 

Código contencioso-administrativo, “las críticas que pueden hacerse a dicha inexactitud formal no 
pueden desmerecer la bondad, la utilidad y la oportunidad de un Ordenamiento jurídico cuya existencia 
se venía echando de menos de vieja data”. Así, Ezquerra Portocarrero, en “El campo de aplicación de los 
procedimientos administrativos”, en la Obra colectiva Comentarios al Código contencioso, 2ª ed., Biblioteca 
de la Cámara de Comercio de Bogotá, 1986, p. 48. 

9  Así, en Boletín jurídico, Despacho de Emilio Margáin y Asociados, núm. 200, octubre de 1994, p. 6, dice: 
“De la lectura del articulado de la Ley Federal de Procedimiento administrativo, que entrará en vigor el 1º 
de julio de 1995, se observan grandes confusiones, aclaraciones innecesarias, omisiones, etcétera, que 
indican la intervención de numerosas personas –se sostiene que el proyecto fue modificado por el grueso 
de las Direcciones Generales Jurídicas de las Secretarías de Estado y hasta por la Unidad Jurídica de la 
Presidencia- que terminaron por desnaturalizar lo que inicialmente redactaron sus autores. 

Si buen número de los directores de las unidades jurídicas de las Secretarías de Estado poco conocen del 
Derecho administrativo, volviéndose prácticos de las leyes que corresponden a sus dependencias, 
piénsese en el problema con que se enfrentarán los nuevos directores de esas unidades que tomarán 
posesión con el nuevo Poder Ejecutivo que entrará a gobernar al país el 1º de diciembre próximo y que se 
van a encontrar con esta ley que trabajo les costará entenderla”. 

Nava Negrete, Derecho administrativo mexicano, México, 1995, p. 290, dice que “debiera revisarse con gran 
acuciosidad, pues fue una ley producida sin debate, sin una mínima apreciación por los legisladores, 
indudablemente más preocupados por sus futuras posiciones políticas y personales”.  

10  Acosta Romero, Herrán y Venegas, Ley Federal de Procedimiento Administrativo y Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, comentadas, México, Porrúa, 1996, pp. 105 y ss. y 167 y ss. 



administrativa11. Y dio lugar a que los Estados de la República vayan promulgando sus leyes de 
procedimiento, después de que el Distrito Federal promulgara la suya de 14 de diciembre de 1995. 
Concretamente, el Estado de México promulgó, el llamado Código de procedimientos administrativos el 6 de 
febrero de 1997, en el que, después de un Título primero dedicado a las disposiciones comunes al 
procedimiento y al proceso administrativo, dedica el Título segundo al procedimiento administrativo (arts. 
106 a 198) y otro, el Título tercero, al proceso administrativo (arts. 199 a 293). Y el 9 de febrero de 1999, el 
Estado de Aguascalientes publicó su ley de procedimiento administrativo. 

En Brasil, el 29 de enero de 1999 se sancionó la Ley nº 9.784 que regula el procedimiento 
administrativo en el ámbito de la Administración pública Federal, en la que se nota la influencia del 
Código de procedimiento administrativo portugués aprobado por Decreto-ley nº 442/91, de 15 de noviembre, 
en cuya exposición de motivos se reconoce que en su elaboración se han tenido en cuenta las enseñanzas del 
Derecho comparado y la larga experiencia de la aplicación de “leyes de procedimiento administrativo en países 
con sistemas político-administrativos tan dispares como Argentina, los Estados Unidos de América, España, 
Yugoslavia y Polonia, por citar algunos de los más importantes sobre este punto de vista”, mereciendo 
“particular atención la ley de procedimiento administrativo de la República Federal Alemana publicada en 
1976”. El Profesor Freitas Do Amaral destacaría después la “marcada influencia de la ley de procedimiento 
administrativo española de 1958, de la ley norteamericana de 1946 y del Código alemán de 197612. 

Del elenco de leyes de procedimiento administrativo de lengua española merece destacarse la Ley 
Orgánica de procedimientos administrativos de Venezuela, que publicó el nº 2818 extraordinario de la Gaceta 
Oficial de 1º de julio de 1981. Y entró en vigor el 1º de enero siguiente. En la introducción que redactó 
Brewer-Carías para la publicación de su texto en la Colección de textos legislativos de la Editorial Jurídica 
venezolana, decía:  

“Esta Ley Orgánica, sin duda, producirá un impacto fenomenal en el funcionamiento de nuestra 
Administración Pública, similar a una revolución administrativa, pues cambia radicalmente la 
situación anterior. En efecto, en primer lugar, producirá un cambio de carácter jurídico, al transformar 
la informalidad administrativa anterior en un formalismo procedimental positivizado, y la situación 
anterior de los administrados, de impotencia y sujeción, en una situación colmada de garantías y 
derechos; y en segundo lugar, producirá un cambio de carácter administrativo, al transformar la 
irracionalidad anterior por normas y procedimientos técnicos racionales. Queremos insistir brevemente 
en estos dos aspectos en los cuales incidirá la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos sobre el 
funcionamiento de nuestra Administración Pública, pues en ellos es que la Ley Orgánica provocará un 
cambio radical respecto de la situación anterior, que sólo su aplicación sucesiva consolidará. Las 
revoluciones administrativas, estamos convencidos, no se producen de un plumazo, sino que sólo 
pueden resultar de un esfuerzo deliberado y consciente de transformación continuada, el cual sin 
embargo, debe iniciarse mediante un acto formal. La Ley Orgánica, en este sentido, es el inicio de un 

 
11  Así, en mi trabajo Procedimiento administrativo federal, Editorial Porrúa y UNAM, 2000, pp. XIV y ss. Se 

aparta en cierto modo de esta opinión general Lucero Espinosa, al decir en su trabajo Ley federal de 
procedimiento administrativo comentada, México, 1998, p. X, que “aunque la promulgación de la Ley Federal 
de Procedimiento administrativo representa un avance que se había buscado, sin lograrlo, durante un 
buen número de años, el ordenamiento en estudio adolece de obscuridad, imprecisiones y 
contradicciones, y hasta faltas gramaticales. Si la ley está promulgada, con sus fallas y deficiencias; ahora 
nos toca a nosotros, los integrantes de asociaciones jurídicas, profesores de la materia y profesionales del 
derecho en general, hacer las observaciones correspondientes para depurar lo que ya está hecho, a fin de 
lograr una mejor regulación en este ámbito. Es cierto que hubiera sido mejor que previamente a la 
promulgación de la ley, las Comisiones legislativas consultaran escuelas y facultades de derecho y 
asociaciones jurídicas, para lograr un mejor instrumento legal; pero como ya había sucedido antes, 
también existía el riesgo de que las buenas intenciones nuevamente se quedaran en el camino. En lo 
particular, en los últimos 10 años nos tocó conocer tres diversos anteproyectos de Ley de Procedimiento 
Administrativo, que sólo lograron alcanzar ese nivel. Hoy el paso está dado; vayamos adelante con la 
depuración que nos toca proponer para mejorar esta ley”. 

12  En “A Codificáo do procedimento administrativo em Portugal: razäo de ser. Tradicoes e enquadramento 
constitucional”, en Procedimiento administrativo. Ponencias del I Coloquio hispano-portugués, Santiago de 
Compostela, 1995, p. 32. 



proceso de transformación que dará sus frutos, dentro de algo más que una década, siempre que se 
defina una política adecuada para su aplicación permanente”13. 

Precisamente por la revolución que suponía, a fin de facilitar el proceso de transformación, el Gobierno 
venezolano fletó un avión en el que viajaron a España altos funcionarios cualificados que habrían de tener una 
intervención decisiva en la aplicación de la nueva ley, para que durante unas semanas participaran en un 
curso intensivo que se organizó en la entonces Escuela Nacional de Administración pública de Alcalá de 
Henares, en el que intervinimos los que habíamos colaborado en la elaboración de la ley española de 1958 y la 
aplicábamos diariamente, como funcionarios o como abogados de los administrados. La experiencia acumulada 
durante los más de veinte años de vigencia de nuestra ley nos permitiría dar a conocer a nuestros colegas 
venezolanos las dificultades con que nos habíamos encontrado –que serían análogas a las que ellos se 
encontrarían- y el modo de poder superarlas para que pudieran cumplirse las finalidades de todo 
Ordenamiento del procedimiento administrativo. Aquellos días de gratísima convivencia, tan útiles para todos 
–siempre se aprovecha mucho en los cambios de impresiones entre quienes tienen preocupaciones comunes- 
culminaron en una cena que nos ofreció el Embajador de Venezuela, a la que asistió como testigo cualificado 
Manuel García Pelayo, a la sazón Presidente del Tribunal Constitucional español. 

Las leyes de procedimiento administrativo objeto del estudio del Prof. Brewer-Carías consagran, de 
forma más o menos expresa, los principios que informan la regulación del procedimiento administrativo, 
reiterando a veces las normas de las Constituciones respectivas. Principios que tienen valor muy distinto, 
pues no pueden ser en modo alguno homologables los de “economía, celeridad y eficacia”, que figuraban en el 
artículo 29 de la ley española de 1958 y se han reiterado en casi todas las americanas con más o menos 
variantes, con los de legalidad, debido procedimiento o de confianza legítima. Mientras estos son auténticos 
principios generales del Derecho, aquellos son más bien principios de organización. Y así lo ha destacado la 
doctrina. Ya Hildegard Rondón de Sansó, en el estudio preliminar que, con la introducción de Brewer-
Carías, se incluye en el texto de la ley orgánica de Venezuela publicada por la Editorial Jurídica Venezolana, 
distinguía entre los “principios relativos a las garantías jurídicas (audire alteram partem, principio de 
imparcialidad, principio de publicidad)”, y los “principios relativos a la eficacia administrativa (economía 
procedimental, racionalización, actuación de oficio)”14. Y Cajarville, al estudiar las Normas Generales de 
actuación administrativa de la Administración central de Uruguay, dice que los principios generales 
por los que se rige el procedimiento administrativo  -que enumera el artículo 2º del D. 500/91, 
indiscriminadamente- pueden agruparse en dos grandes categorías: “Unos, –dice– son, realmente, principios 
generales del Ordenamiento en su conjunto, que como tales se aplican también en esta materia; otros, son 
específicos del procedimiento administrativo y derivan de las características de la función que en él se 
ejercita”. Incluye entre los primeros a los siguientes 15: 

-Debido procedimiento o derecho a defenderse. 

-Derecho al honor y a la dignidad. Presunción de inocencia. 

-Imparcialidad. 

-Derecho a la seguridad. 

-Buena fe, lealtad y producción de verdad, salvo prueba en contrario. 

-Incluye entre los segundos a estos otros: 

-Legalidad objetiva. 

-Verdad material. 

-Impulsión de oficio. 

-Delegación material. 

-Principios relativos a las formalidades. 

-Gratuidad. 

Clasificación que no responde al criterio diferencial señalado, porque algunos de estos últimos –
legalidad objetiva y antiformalismo- son auténticos principios generales del Derecho y, como tales, sirven de 

 
13  Págs. 10 y ss. de la 8ª edición 
14  Págs. 63 y ss. de la edición citada. 
15  Procedimiento administrativo, cit., pp. 20 y ss. 



fundamento al Ordenamiento, orientan la labor interpretativa y se aplicarán para llenar las lagunas de la ley. 
Y es que el art. 2º de las Normas, después de enumerar indiscriminadamente los principios, establece que 
“servirán también de criterio interpretativo para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la aplicación 
de las reglas de procedimiento”. 

El problema de la delimitación de lo que constituyen auténticos principios generales de Derecho que 
informan la regulación del procedimiento administrativo de los principios de organización ha preocupado 
especialmente a Eloy Espinosa-Saldaña al estudiar la ley del Perú nº 27444. Ya Danós, al estudiar el 
proyecto, había explicado que deliberadamente la Comisión redactora solo había incorporado los principios que 
regulan la actuación administrativa y que tenían repercusión en los distintos procedimientos, no habiendo 
considerado los que configuraban la organización de la Administración pública16. Espinosa-Saldaña estima 
que debió haberse determinado cuándo estamos o no ante un principio general según que se fundamentase en 
el reconocimiento de mandatos constitucionales que presiden e informan toda la actuación administrativa o la 
garantía de los derechos y libertades fundamentales de los administrados17. 

Principios del procedimiento administrativo en América Latina es el título del libro que tengo el 
honor de prologar. Pero el libro es mucho más. Estudia, efectivamente –y exhaustivamente- los principios que 
informan los Ordenamientos jurídicos de estas Naciones. Pero, partiendo de cada uno de ellos, va examinando 
las reglamentaciones respectivas, con sus similitudes y diferencias, ofreciendo un ejemplo de lo que debe ser 
un estudio de Derecho comparado. Y como el procedimiento administrativo es el cauce de la función 
administrativa y las leyes de procedimiento administrativo extienden su regulación al régimen jurídico de la 
actividad en que se concreta tal función, este nuevo libro del Prof. Brewer-Carías viene a ser un Manual, un 
excelente Manual de Derecho administrativo, del que puede decirse lo que él dijo de la Ley General de la 
Administración pública de Costa Rica de Eduardo Ortiz Ortiz: que en él se encuentra explicado el Derecho 
administrativo, como si se tratase del desarrollo de un programa de un curso sobre esta disciplina expuesto en 
un muy hermoso y rico texto. 

Recordaba al principio que el día de Viernes Santo de 1958 escribía la parte que me correspondió de la 
Exposición de Motivos de la ley española de 1958. Y es precisamente el Viernes Santo de este año 2002 
cuando termino de escribir estas líneas que servirán de introducción a este precioso libro de Allan Randolph 
Brewer-Carías. Al que debemos expresar nuestra gratitud por esta importante aportación a la Ciencia del 
Derecho administrativo iberoamericano. 

 

Jesús González Pérez 

Catedrático de Derecho Administrativo 

 

 
16  Danos, Comentarios al Proyecto de la Nueva Ley de Normas Generales de Procedimientos administrativos, 

“Thenis”, núm. 39. Pontificia Universidad Católica del Perú, pp. 237 y ss. 
17  En la Obra colectiva Comentarios a la Ley de procedimiento administrativo general, Ara Editores, Lima, 2001, 

pp. 262 y ss. 


